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I. RESUMEN

1. El 12 de abril de 2005 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por el señor Eduardo Julián Parrilla Ortiz (en adelante “el peticionario”, “la presunta víctima” o “el señor Parrilla”) en la cual alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”), por el retardo injustificado en la decisión de un recurso de revisión en el marco de un proceso penal adelantado en su contra y en virtud del cual fue sancionado con privación de libertad.  Asimismo, alega una afectación a su integridad personal por las condiciones en las que permaneció detenido en cumplimiento de la condena que se le impuso.

2. El peticionario indica que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención Americana” o “la Convención”) y del artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Por su parte, el Estado alega que el reclamo del peticionario es inadmisible por falta de agotamiento de los recursos internos y porque no expone hechos que tiendan a caracterizar violaciones a los derechos establecidos en la Convención. 

3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar admisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención en concordancia con su artículo 1.1, así como el presunto incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su informe anual a la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La Comisión registró la petición bajo el número 421-05 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 28 de febrero de 2006, transmitió las partes pertinentes al Estado para sus observaciones. 
 El 29 de marzo de 2006, el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada. El Estado presentó su respuesta el 12 de julio de 2006, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  El peticionario presentó su respuesta el 10 de agosto de 2006, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 23 de enero de 2007, el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El Estado presentó su respuesta el 24 de febrero de 2009, la cual fue trasladada al peticionario para su conocimiento.  El peticionario presentó observaciones el 9 de marzo de 2012 y 14 de abril de 2013, las cuales fueron trasladadas al Estado para su conocimiento el 19 de marzo de 2012 y el 13 de mayo de 2013, respectivamente. 
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario

5. El peticionario, de nacionalidad española, indica que el 20 de julio de 2000 fue privado de libertad en la ciudad de Quito. Señala que al momento, se encontraba sometido a una causa penal por el delito de “falsedad en documento público”, iniciada mediante auto cabeza de proceso dictado por el Juzgado Tercero de lo Penal de Manabí el 8 de marzo de 1996, y tenía aproximadamente doce años residiendo de forma permanente en Ecuador. Señala que el Tribunal Quinto de lo Penal de Manabí lo condenó el 16 de octubre de 2000 y le impuso la pena de doce años de reclusión.  Esta decisión habría sido impugnada por el peticionario a través de recurso de casación, en virtud del cual la Segunda Sala Especializada de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia (en adelante “CSJ”) modificó la pena aplicable a 9 años de “reclusión menor extraordinaria” el 21 de noviembre de 2001
. 

6. El peticionario indica que el 20 de febrero de 2002 interpuso un recurso de revisión ante la CSJ, el cual habría sido declarado improcedente por la Tercera Sala de lo Penal de la CSJ el 31 de agosto de 2006.  Para la fecha de presentación de la petición ante la CIDH, dicho recurso no habría sido decidido y el peticionario alegó que se habría incurrido en un retardo injustificado que le restaría eficacia.  Al respecto, agregó que presentó en varias ocasiones escritos solicitando que se diera trámite al recurso de revisión y refiriendo a una demora injustificada en su decisión.  Asimismo, adujo que al haber estado pendiente el recurso de revisión interpuesto, la sentencia condenatoria no podía ser ejecutada, no obstante, él habría permanecido privado de libertad cumpliendo la pena impuesta sin que ésta estuviera firme, con lo cual sostuvo que se habría afectado su derecho a la presunción de inocencia y a ser juzgado en un plazo razonable. 

7. Asimismo, el peticionario sostiene que la decisión de la CSJ se fundamentó en lo establecido en el artículo 360 del Código de Procedimiento Penal -vigente desde el año 2000- en virtud del cual se exige la presentación de “nuevas pruebas” para hacer lugar al recurso de revisión.  Al respecto, alega que, conforme a las disposiciones transitorias del referido Código
, la norma que se debía aplicar para la sustanciación del recurso era el Código de Procedimiento Penal de 1983 por ser la norma que estaba vigente para el momento en que se inició el proceso penal en su contra y según el cual no se requería la práctica de “nueva[s] prueba[s]” para este tipo de recursos, sino que se debía proceder a “revisar lo actuado por el [Tribunal] inferior”. 

8. Por otra parte, alega que debió haber recuperado su libertad en enero de 2004, puesto que la Dirección Nacional de Rehabilitación Social le habría reconocido beneficios de la Ley de Reducción de Penas a favor de los encarcelados por motivo del año jubilar (de 2001).  Sin embargo, el Tribunal Quinto de lo Penal de Manabí se habría negado a reconocerle este derecho y emitir la orden de libertad a su favor. 

9. Según la información aportada por el peticionario, el 27 de septiembre de 2004 la Dirección Nacional de Rehabilitación Social habría remitido al Centro de Reclusión donde se encontraba, la documentación correspondiente a las rebajas que le habrían sido aplicadas.  Sin embargo, ésta no habría sido oportunamente trasladada al Tribunal Quinto de lo Penal de Manabí para que emitiera la correspondiente orden de libertad. En ese sentido, el peticionario sostiene que tuvo que solicitar la intervención de la Defensoría del Pueblo para que se realizaran los trámites para se emitiera la boleta de excarcelación, alegando que se encontraba privado de libertad de forma ilegal y arbitraria.  En consecuencia, la Defensoría del Pueblo habría solicitado en noviembre de 2004 que el Tribunal procediera a dictar la orden de libertad a favor del señor Parrilla por haber cumplido la pena impuesta. Sin embargo, el Tribunal Quinto de lo Penal de Manabí, mediante providencia de 24 de noviembre de 2004, habría negado dicha solicitud aduciendo que aún no se habían cumplido los nueve años de reclusión menor extraordinaria impuesta por la CSJ. 
10. Señala que el 14 de enero de 2005 interpuso un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde del Municipio de Quito, el cual fue declarado improcedente el 19 de enero de 2005.  Indica que el 9 de febrero siguiente se dispuso finalmente su libertad y, sin que se hubiese resuelto el recurso de revisión, habría sido deportado a España con un “plazo de prohibición de ingreso a territorio ecuatoriano de 5 años”.  Alega que la imposibilidad de “ejercer [sus] derechos” personalmente en Ecuador, lo habría dejado en estado de indefensión. 

11. El peticionario alega que el Estado sería responsable por la violación del artículo 5 de la Convención Americana, en relación con la definición contenida en el artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Al respecto alega que, durante el tiempo que permaneció privado de libertad en Ecuador, no habría recibido el tratamiento médico adecuado que requería por sufrir una insuficiencia cardíaca. Indica que el 12 de noviembre de 2003, sufrió un “infarto agudo de miocardio y angina inestable” que le provocó “dolores intensos” y limitó su “movilidad”.  Alega que la orden para que fuera trasladado a un centro hospitalario se habría emitido cinco días después de “sufrir el infarto”, y que tras ser llevado de vuelta al Centro Penitenciario, tuvo que permanecer “en el suelo” ya que no tenía asignada una cama para dormir.  Señala que presentó “numerosas peticiones” a las autoridades del Centro Penitenciario, a la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, a la Defensoría del Pueblo y al Presidente de la República, para que se tomaran las medidas pertinentes por el estado de salud en el que se encontraba, sin embargo, alega que éstas no habrían sido atendidas. 

12. Asimismo, sostiene que, en general, las condiciones de detención del Centro Penitenciario (“Ex-Penal García Moreno”) donde se encontraba, no eran las adecuadas y que también presentó este reclamo en varias ocasiones ante las autoridades nacionales.  Agrega que en septiembre de 2003, fue transmitida una entrevista que realizó para un programa de televisión de un canal local, en la cual denunciaba las irregularidades presuntamente cometidas en el proceso penal seguido en su contra.  Al respecto, indica que luego de la emisión de dicho programa habría sido trasladado “sin ningún tipo de explicación” a una celda que tampoco cumplía con condiciones adecuadas para su detención. 
B.
Posición del Estado
13. El Estado alega que los hechos descritos en la petición no caracterizan violaciones a los derechos consagrados en la Convención, y que el peticionario no ha agotado los recursos disponibles en la jurisdicción interna.  Asimismo considera que bajo la fórmula de la cuarta instancia, resulta infundado cualquier reclamo que pretenda cuestionar, como en el presente caso, decisiones adoptadas a nivel interno que hayan cumplido con lo establecido en la Convención Americana. 

14. En respuesta al reclamo, el Estado indicó que la Sala Tercera de lo Penal de la CSJ, mediante decisión de 31 de agosto de 2006, había declarado improcedente el recurso de revisión.  Al respecto, sostiene que, si bien se trató de una decisión que no resultó favorable a los intereses del peticionario, no implica que el Estado ha incumplido con su obligación de proveer recursos efectivos en los términos exigidos por la Convención. 

15. En relación con el proceso penal iniciado al señor Parrilla por el delito previsto en el artículo 341 del Código Penal de Ecuador, el Estado no controvierte las etapas principales de dicho proceso conforme fue referido supra, y agrega que, tras haber cumplido con la condena impuesta, el 9 de febrero de 2005, el señor Parrilla fue puesto en libertad.  Sostiene que este proceso se llevó a cabo con el respeto a las garantías del debido proceso ya que el señor Parrilla fue juzgado por tribunales competentes e imparciales, y que se le permitió ejercer su derecho a la defensa en todas las etapas y a ser escuchado con condiciones de igualdad ante los órganos jurisdiccionales. 

16. Asimismo, alega que el peticionario no agotó en forma oportuna los recursos disponibles para que las autoridades competentes conocieran de los reclamos planteados. Concretamente aduce que a través de la acción de amparo establecida en la Constitución vigente para la época
, se podía ordenar la “suspensión definitiva del acto u omisión impugnados disponiendo la ejecución inmediata de todas las medidas […] necesarias para remediar el daño o evitar el peligro sobre el derecho violado” y que al ser ésta de “cumplimiento inmediato”, era la vía idónea para remediar presuntas violaciones ocurridas durante el referido proceso penal. 

17. Adicionalmente, el Estado alega que conforme a lo establecido en el nuevo marco jurídico constitucional –que entró en vigencia desde el año 2008-, se prevé la “acción de protección […] para tutelar el ejercicio pleno de […] derechos constitucionales”, por lo que en virtud de su naturaleza “reparatoria o preventiva” según corresponda, es un recurso efectivo y disponible en el ordenamiento jurídico interno para que cualquier vulneración presuntamente cometida a los derechos del peticionario, pueda ser revisada por las instancias internas y se dicten las medidas de reparación a que haya lugar. 

18. En vista de los argumentos anteriores, el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición de referencia por no cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención. 

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
19. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de diciembre de 1977 y es parte de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura desde el 9 de noviembre de 1999, fechas en las que depositó sus instrumentos de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competente ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en dicho instrumento, que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado. 

20. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

21. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención Americana prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no existe en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

22. En el reclamo bajo estudio, el Estado sostuvo inicialmente que la petición no cumplía con el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, dado que se encontraba pendiente la decisión de la CSJ sobre el recurso de revisión interpuesto por el peticionario en febrero de 2002. Por su parte, el peticionario alegó que existía un retardo injustificado en la decisión, ya que para la fecha de presentación de la petición –en el año 2005- el recurso aún no había sido decidido, por lo que era procedente la excepción prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana. 

23. Conforme ha sido establecido en otras oportunidades, la situación que debe tenerse en cuenta para establecer si se han agotado los recursos de la jurisdicción interna es aquella existente al decidir sobre la admisibilidad, puesto que el momento de la presentación de la denuncia y el del pronunciamiento sobre admisibilidad son distintos
.  Al respecto, la Comisión nota que las partes han indicado que el recurso de revisión fue posteriormente resuelto, mediante la decisión de 31 de agosto de 2006 de la Tercera Sala de lo Penal de la CSJ, que declaró su improcedencia.  En ese sentido y con base en la información disponible, la CIDH considera que sin perjuicio del análisis que correspondía realizar sobre la aplicación de las excepciones a la regla del previo agotamiento de los recursos internos, la excepción planteada por el Estado no subsistiría al momento de realizar el presente informe ya que dicho recurso habría sido agotado mediante la referida decisión de la CSJ. 

24. No obstante lo anterior, la Comisión observa que el Estado alega que la petición seguiría siendo inadmisible por falta de agotamiento de los recursos internos, en primer lugar porque los reclamos del peticionario relacionados con las presuntas irregularidades cometidas en el proceso penal seguido en su contra, no habrían sido oportunamente planteados ante las autoridades nacionales, específicamente con la interposición de la acción de amparo establecida en la Constitución vigente para la época.  En segundo lugar, sostiene que de acuerdo a lo establecido en la nueva Constitución -vigente desde el año 2008-, se prevé la acción de protección que sería la vía idónea para remediar, de ser procedente, las presuntas violaciones cometidas a los derechos del señor Parrilla.  Frente a este último alegato, el peticionario sostiene que se trata de un recurso que no existía para el momento en que se cometieron las presuntas violaciones, por lo que no sería exigible su agotamiento. 

25. En vista de los alegatos de la partes, la Comisión observa que el objeto de la presente petición se refiere por una parte al alegado retardo injustificado para resolver el recurso de revisión interpuesto por el peticionario, mediante el cual alegó las presuntas irregularidades cometidas en el proceso penal seguido en su contra y por el que fue condenado; y por la otra, porque no se habría emitido oportunamente la orden judicial de libertad a favor del peticionario, situación que le habría hecho permanecer privado de libertad más allá del tiempo que le correspondía conforme a la normativa aplicable.  Asimismo, se alega que las condiciones en las que permaneció detenido no habrían sido las adecuadas, teniendo en cuenta especialmente los cuidados que requería por su estado de salud. 

26. En ese sentido, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso. La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que
la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.

27. Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuáles serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
. 

28. A la luz de las anteriores consideraciones, la CIDH observa en primer lugar que si bien la acción de amparo establecida en la Constitución Política de Ecuador de 1998 –vigente para la época de los hechos- establecía dicha acción como un mecanismo para “remediar inmediatamente las consecuencias de un acto u omisión ilegítimos de una autoridad pública”
, los reclamos del peticionario relacionados con las presuntas irregularidades cometidas en el proceso penal, estuvieron planteadas en los recursos que agotó para impugnar la decisión de condena en su contra, esto es, el recurso de casación decidido por la CSJ en noviembre de 2001, y el recurso de revisión referido supra.  Al respecto, la CIDH recuerda que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles
. En consecuencia, si la presunta víctima planteó su denuncia por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida
.  Adicionalmente, la Comisión nota que, desde la interposición del recurso de revisión en el 2002, el peticionario presentó en varias ocasiones escritos dirigidos a la CSJ solicitando su pronunciamiento sobre dicho recurso y alegando que existía un retardo injustificado en la decisión del mismo
.  Por lo tanto, la Comisión considera que este extremo de la petición cumple con el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana. 

29. En segundo lugar, la Comisión observa que para la fecha en que ocurrieron los hechos bajo estudio se encontraban vigentes en el Ecuador dos recursos para impugnar la privación de libertad: (i) el recurso de hábeas corpus constitucional, establecido en el artículo 93 de la Constitución y que debía ser presentado ante la autoridad municipal competente; y (ii) el recurso de amparo de libertad o hábeas corpus legal, establecido en el artículo 422 del Código de Procedimiento Penal entonces vigente, que requería ser presentado ante la autoridad judicial competente.  De acuerdo a la información 

disponible, el peticionario interpuso el recurso de hábeas corpus constitucional el cual fue declarado improcedente en fecha 19 de enero de 2005 por el Alcalde del Municipio de Quito
. 
30. Al respecto, la CIDH reitera que la presentación de un recurso de hábeas corpus ante una autoridad administrativa no constituye un recurso adecuado bajo los estándares de la Convención Americana
.  No obstante, tal como fue referido supra el requisito bajo estudio no exige que las presuntas víctimas deban agotar todos los recursos disponibles.  Por lo tanto, si bien el peticionario hizo uso de un mecanismo previsto por ley y disponible que, por su naturaleza, no resultaba exigible ser agotado, la Comisión considera que mediante su interposición, el Estado tuvo la oportunidad de examinar la situación jurídica del señor Julián Ortiz, por lo que corresponde entender que este extremo del reclamo fue oportunamente agotado. 
31. 
En tercer lugar, la Comisión considera que en el presente caso el Estado no ha fundamentado por qué sería razonable exigir que el peticionario interpusiera la acción de protección prevista en la Constitución vigente desde el año 2008, teniendo en cuenta que se trata de un recurso independiente y adicional que no estaba disponible para la fecha en que habrían ocurrido las presuntas violaciones alegadas en la petición, por lo que no resulta evidente que se trate de un mecanismo idóneo a los efectos de exigir su agotamiento para el presente análisis de admisibilidad.  

32. Finalmente, la CIDH observa que en relación a la presunta afectación del derecho a la integridad de la presunta víctima, por la supuesta falta de atención médica adecuada y las condiciones de detención, el peticionario presentó diversas solicitudes ante el Director del Centro Penitenciario donde se encontraba y a la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, entre otras autoridades, a fin de conseguir que se tomaran las medidas pertinentes para atender su estado de salud.  En el caso de personas privadas de libertad, y en particular en relación con cuestiones que presuntamente requieren una respuesta oportuna, por ejemplo, en cuanto al acceso a tratamiento médico adecuado, la Comisión ha entendido que una solicitud presentada a las autoridades a cargo, es suficiente para poner el reclamo en conocimiento del Estado
. 

2. Plazo de presentación de la petición

33. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible debe ser presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva adoptada por los tribunales internos.  Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.

34. La petición fue recibida el 12 de abril de 2005 y en este caso, la Comisión ha determinado que la situación jurídica del señor Parrilla fue resuelta de forma definitiva mediante la decisión de la Sala Tercera de lo Penal de la CSJ de 31 de agosto de 2006.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada oportunamente por lo que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.  
3. Duplicación de procedimiento internacional

35. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47.d) de la Convención.
4. Caracterización de los hechos alegados

36. Frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que las alegaciones del peticionario podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en su perjuicio.  

37. De igual forma, la Comisión considera que los argumentos del peticionario podrían caracterizar una posible violación al artículo 5 de la Convención, de ser comprobados los alegatos relacionados con las condiciones de detención a las que habría estado sometido, así como la presunta falta de tratamiento médico adecuado, luego de haber sufrido un infarto, y mientras permanecía detenido cumpliendo la condena penal que le habría sido impuesta. La Comisión también considerará en la etapa de fondo, el reclamo relacionado con el presunto incumplimiento de las obligaciones contraídas por el Estado en virtud de lo establecido en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

38. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la Comisión exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la CIDH, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  En el presente caso, la Comisión considera que de probarse los alegatos del peticionario, en relación a que habría permanecido privado de libertad más allá del tiempo establecido para cumplir la pena que le fue impuesta en el proceso penal seguido en su contra, podrían caracterizar una violación al artículo 7 de la Convención. 
V.
CONCLUSIONES
39. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1. de la Convención Americana, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 del mismo instrumento.  Asimismo, concluye que corresponde declarar admisible el reclamo relacionado con el presunto incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
40. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos. 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 5, 7, 8 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana, así como el presunto incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� La información contenida en el expediente indicaría que el señor Parrilla habría estado sometido a otro proceso penal por el delito de usurpación en el marco del cual se le habría impuesto una condena de dos años de reclusión menor extraordinaria. Mediante decisión de 5 de julio de 2004, el Tribunal Quinto de lo Penal de Manabí habría determinado que dicha pena se encontraba “ejecutoriada”, por lo que la “pena única” que le correspondía devengar al señor Parrilla era la de nueve años de reclusión menor extraordinaria. 


� El peticionario cita la disposición transitoria primera del Código de Procedimiento Penal en la cual se estableció que “Los procesos penales que estén tramitándose cuando entre en vigencia este Código de Procedimiento Penal, seguirán sustanciándose de acuerdo con el procedimiento penal anterior hasta su conclusión, sin perjuicio del acatamiento de las normas del debido proceso, previstas en la Constitución Política de la República”.


� El Estado se refiere al contenido del artículo 95 de la Constitución Política ecuatoriana de 1998 sobre la acción de amparo. 


� CIDH, Informe Nº. 52/00, Trabajadores cesados del Congreso, 15 de junio de 2000, párr. 21.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 63.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 64.


� Artículo 95 la Constitución ecuatoriana de 1998.


� CIDH, Informe No. 76/09, petición 1473-06, Admisibilidad, Comunidad de la Oroya (Perú), 5 de agosto de 2009, párr. 64; CIDH, Informe No. 40/08, petición 270/07. Admisibilidad. I.V. (Bolivia), 23 de julio de 2008, párr. 70.


� CIDH, Informe No. 70/04. Jesús Manuel Naranjo Cárdenas y otros – Jubilados de La Empresa Venezolana de Aviación VOASA (Venezuela); 13 de octubre de 2004, párr. 52.


� De acuerdo a la documentación contenida en el expediente ante la CIDH, el señor Julián Ortiz dirigió escritos en fechas 30 de julio , 27 de octubre de 2004 y 10 de febrero de 2005, solicitando al Presidente de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, el pronunciamiento sobre el recurso de revisión que había presentado. De igual forma, dirigió escritos a la Defensoría del Pueblo de Ecuador y al Presidente de la República denunciando el alegado retardo en la resolución de dicho recurso. Asimismo, mediante comunicación de 9 de diciembre de 2003, el Centro de Documentación en Derechos Humanos “Segundo Montes Mozo S.J.”, se dirigió al Presidente de la Primera Sala de la Corte Suprema de Justicia, manifestando su preocupación por la falta de resolución del recurso de revisión presentado por el señor Ortiz. 


� Adicionalmente, mediante escritos de 30 de agosto y 29 de noviembre de 2004, el peticionario solicitó a la Defensoría del Pueblo de Ecuador que se interpusiera el recurso de habeas corpus legal en su favor.


� CIDH Informe Nº 66/01 Dayra María Levoyer Jiménez del 14 de junio de 2001, párrafos. 78-81. Ver también Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 128.


� CIDH. Informe No. 23/09, Petición 1133-05, Admisibilidad, Raúl José Diaz Peña (Venezuela), 20 de marzo de 2009, párrafos 49-50.
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